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recurrir a cualquier otro de los legalmente posibles según
los arts. 36 y ss. del Real Decreto 364/1995, particu-
larmente al concurso (que conforme a su art. 36.1 es
«el sistema normal de provisión») o también, de forma
excepcional y atendiendo a las características del puesto,
a la libre designación. La estimación del recurso posi-
bilitaría, como señaló en sus alegaciones el Ministerio
Fiscal, que todas aquellas personas que cumpliesen unos
mínimos requisitos tuviesen por lo menos una expec-
tativa de participar en el proceso selectivo.

7. Constatada la relación del acto administrativo
impugnado con el interés del Sindicato ha de concluirse
que estaba suficientemente legitimado para interponer
el recurso contencioso-administrativo; por lo que la Sen-
tencia recurrida, al negarle la legitimación procesal, rea-
lizó una interpretación de los requisitos procesales (y
en concreto del interés legítimo) excesivamente rigorista
y desproporcionada y contraria al principio pro actione,
lesionando por ello su derecho a la tutela judicial efectiva
(art. 24.1 CE). La demanda debe, pues, ser por este moti-
vo estimada, no siendo necesario, por las razones
expuestas, entrar a analizar el resto de las vulneraciones
constitucionales alegadas.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por el sindicato Grupo
de Independientes de Administración Local y, en su
virtud:

1.o Declarar que se ha vulnerado su derecho a la
tutela judicial efectiva.

2.o Restablecerle en su derecho y, a tal fin, anular
la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Canarias de 2 de
enero de 1998 recaída en el recurso núm. 2092/95
y retrotraer las actuaciones al momento de dictar sen-
tencia para que la Sala, reconocida la legitimación del
Sindicato recurrente, dicte la sentencia que estime pro-
cedente en Derecho.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a quince de enero de dos mil
uno.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Rafael de Mendizábal
Allende.—Julio Diego González Campos.—Tomás S. Vives
Antón.—Vicente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jimé-
nez Sánchez.—Firmado y rubricado.

3232 Sala Primera. Sentencia 8/2001, de 15 de ene-
ro de 2001. Recurso de amparo 978/2000.
Promovido por don Juan Baltasar Pozo Carrión
respecto del Auto de la Sección Tercera de
la Audiencia Provincial de Alicante, que denegó
la suspensión de la ejecución de la pena de
dos años de prisión por un delito de tentativa
de violación.
Supuesta vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva: motivación suficiente de la
resolución que acuerda sobre la ejecución de
una pena de prisión.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente; don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,

don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla y
doña María Emilia Casas Baamonde, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 978/2000, promovido
por don Juan Baltasar Pozo Carrión, representado por
la Procuradora de los Tribunales doña María Soledad
Muelas García y asistido por el Abogado don José Luis
Martínez Domínguez, contra el Auto de la Sección Ter-
cera de la Audiencia Provincial de Alicante de 24 de
enero de 2000. Este Auto desestima el recurso de súplica
frente a la providencia de 24 de diciembre de 1999,
en la ejecutoria 137/95, que deniega al recurrente el
beneficio de suspensión de la ejecución de la pena pri-
vativa de libertad impuesta en el sumario 1/93, pro-
cedente del Juzgado de Instrucción de Ibi. Ha intervenido
el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don
Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, quien expresa el
parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Juzgado de guardia,
el 18 de febrero de 2000, se interpone recurso de ampa-
ro contra la providencia de 24 de diciembre de 1999,
de la Sección Tercera de la Audiencia Provincial de Ali-
cante, y el Auto de 24 de enero de 2000, de la misma
Sala, dictados en la ejecutoria 137/95.

2. Los hechos y circunstancias más relevantes para
la resolución del presente amparo son los que a con-
tinuación se detallan:

a) El recurrente fue condenado por delito de ten-
tativa de violación, concurriendo la atenuante de embria-
guez no habitual, a la pena de dos años de prisión, acce-
sorias legales y al pago en concepto de responsabilidad
civil a la víctima de 500.000 pesetas. La pena no se
ha ejecutado desde 1995, fecha en la que adquirió fir-
meza la Sentencia, tras la inadmisión del recurso de casa-
ción. En la ejecutoria 137/95 se suspendió la ejecución
de la condena en espera de la resolución de un recurso
d e a m p a r o i n t e r p u e s t o p o r e l d e m a n d a n t e
(núm. 4115/95). Al ser inadmitido por providencia, y
tras acordar el Tribunal sentenciador que se detuviera
al recurrente para su ingreso en prisión, éste instó la
suspensión de la ejecución de la condena, al amparo
de lo dispuesto en los arts. 80 y 81 CP 1995, en escrito
registrado el 24 de octubre de 1996.

b) Tras informe negativo del Ministerio Fiscal, de
fecha 11 de noviembre de 1996, fundado en la natu-
raleza del delito y la forma de comisión, por providencia
de 2 de diciembre de 1996 la Audiencia Provincial acor-
dó la suspensión de la ejecución de la pena hasta tanto
se resolviera el expediente de indulto sobre el caso y
sin hacer ninguna referencia, según el quejoso, al bene-
ficio del art. 80 CP 1995 solicitado.

c) Mediante providencia de 3 de junio de 1998,
la Audiencia Provincial acuerda el ingreso en prisión del
condenado, pues, revisando la ejecutoria, no constaba
solicitud de indulto alguno.

d) En escrito de 12 de junio de 1998, el condenado
recurrió en súplica la providencia anterior, alegando,
entre otras cosas, que no había recibido respuesta alguna
sobre la suspensión de la ejecución de la condena al
amparo del art. 80 CP 1995, y reproduciendo los argu-
mentos sobre su procedencia. Entre otros, que cumplía
todos los requisitos del art. 81 del mismo CP (primer
delito, pena inferior a dos años, haber satisfecho las res-
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ponsabilidades civiles). Alegó, además, estar casado,
haber tenido un hijo y disfrutar de un trabajo estable
desde hace años, lo que le ha permitido satisfacer las
responsabilidades civiles derivadas del delito. Por tanto,
considera su nula peligrosidad social, como se acredita
por un certificado de buena conducta del Alcalde de
Ibi (Alicante), donde vive.

e) Tras el informe negativo del Ministerio Fiscal,
de 23 de junio de 1998, en el que se instaba la ejecución
de la pena, alegando que los errores producidos en la
ejecutoria no habían causado indefensión y que, en todo
caso, el mismo condenado pudo solicitar el indulto, la
Audiencia Provincial desestimó el recurso de súplica en
Auto de 8 de julio de 1998. En dicho Auto se asumen
los razonamientos expuestos en el informe negativo del
Ministerio Fiscal, sin hacer ninguna mención, en opinión
del ahora recurrente, a la denegación de la ejecución
de la condena solicitada al amparo del art. 80 CP 1995.

f) Por medio de un escrito de 16 de julio de 1998,
el recurrente volvió a solicitar la suspensión de la eje-
cución de la condena al amparo de los arts. 80 y 81 CP,
reiterando y volviendo a exponer los argumentos de su
petición de fecha 24 de octubre de 1996. En dicho escri-
to se insiste en la falta de respuesta, así como la impor-
tancia de la cuestión planteada, y se alega la vulneración
del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE)
y conculcación del art. 120.3 CE.

g) En providencia de 24 de julio de 1998 la Audien-
cia Provincial deniega de nuevo lo solicitado. La reso-
lución es del siguiente tenor literal: «Dada cuenta; el
anterior escrito y documentos únanse a la ejecutoria
de su razón. Habiendo sido desestimado el Recurso de
Súplica interpuesto contra la providencia de 3 de junio
de 1998, por Auto de ocho de los corrientes, Auto que
es firme, no ha lugar a los solicitado por el penado y
estése a lo acordado en dicha providencia».

h) Contra esta última providencia se interpuso nue-
vamente recurso de súplica alegando otra vez la falta
de respuesta a la cuestión de la suspensión de la eje-
cución de la pena al amparo del art. 80 CP, reiterando
todos los argumentos de escritos anteriores. El 16 de
septiembre de 1998 emitió informe negativo el Minis-
terio Fiscal en el que sostuvo: 1. Que el artículo 80
CP sólo exige que la resolución que conceda la no eje-
cución de la pena sea motivada, de manera que es dis-
cutible que también haya de ser motivada la denegación
del beneficio. 2. Que el art. 80 no exige que se motive
por Auto y no por providencia. 3. Que, en cualquier
caso, «la resolución de 3.6.98 explica suficientemente
las razones por las que no se accede a la suspensión».
Mediante Auto de 22 de septiembre de 1998 se deses-
timó el recurso de súplica con los mismos argumentos
expuestos por el Ministerio Fiscal.

i) Contra dicho Auto se intentó recurso de casación,
y además se solicitó indulto ante el Ministerio de Justicia.
A pesar del informe negativo del Ministerio Fiscal, se
volvió a dejar en suspenso la pena hasta tanto se resol-
viera el expediente de indulto y se inadmitió el recurso
de casación. Denegado el indulto en resolución del Con-
sejo de Ministros de 27 de agosto de 1999, se acordó
de nuevo el ingreso en prisión del recurrente: providencia
de 1 de diciembre de 1999.

j) Mediante escrito de 22 de diciembre de 1999
se volvió a solicitar de la Audiencia Provincial una res-
puesta sobre la solicitud del beneficio penitenciario a
la que, en opinión del quejoso, no se había dado con-
testación desde 1996, alegando de nuevo su integración
social, estar casado y ser padre de dos hijas. El Ministerio
Fiscal emitió informe negativo (de 24 de diciembre
de 1999) sobre la concesión del beneficio, fundado en
la naturaleza del delito y la forma de comisión, con remi-
sión a los informes anteriores. Por providencia de 24
de diciembre de 1999 se denegó la suspensión con

una resolución del siguiente tenor literal: «Dada cuenta;
visto el anterior dictamen del Ministerio Fiscal y de con-
formidad con el mismo no ha lugar a la suspensión de
la pena solicitada por la representación procesal del
penado Juan Baltasar Pozo Carrión, quien deberá cumplir
la pena impuesta en la presente causa».

k) Una vez más, el recurrente interpuso recurso de
súplica reiterando los argumentos expuestos en ocasio-
nes anteriores, incluida la vulneración del derecho a la
tutela judicial efectiva por falta de motivación de las
resoluciones. Por medio de un informe de 14 de enero
de 2000, el Fiscal volvió a interesar la desestimación
del recurso dada «naturaleza y circunstancias del hecho
y la forma de comisión».

l) Por Auto de 24 de enero de 2000 se desestimó
el recurso de súplica, con el siguiente fundamento jurí-
dico único: «Dada la gravedad de los hechos la Sala
estima que es procedente que el penado cumpla la pena
impuesta, pese a que haya indemnizado a la víctima,
acordándose se libre orden a la Guardia Civil para que
proceda a la detención e ingreso en prisión del penado
Juan Baltasar Pozo Carrión».

3. En la demanda de amparo se alega la falta de
motivación de las resoluciones que denegaron al
recurrente el beneficio de suspensión de la ejecución
de la pena privativa de libertad, a pesar de haberse acre-
ditado el cumplimiento de todos los requisitos del art.
80 CP 1995 y habiéndose acreditado la falta de peli-
grosidad social, tener un trabajo estable y una familia.
Con diversas citas de jurisprudencia constitucional se
alega que las resoluciones que limiten o restrinjan un
derecho fundamental deben estar especialmente moti-
vadas y que no caben pronunciamientos tácitos de dene-
gación. Se cita la STC 13/1985, en el sentido de que
toda resolución que limite o restrinja un derecho fun-
damental ha de estar motivada y que las medidas limi-
tadoras habrán de ser necesarias para conseguir el fin
perseguido. Se invoca también, especialmente, la
STC 224/1992, que se refiere a la necesidad de moti-
vación del beneficio de la condena condicional regulada
en el art. 92.1 CP anterior.

El quejoso sostiene que la Sección Tercera de la
Audiencia Provincial de Alicante en ningún momento
motivó la denegación del beneficio y que ha desoído
las reiteradas peticiones, a pesar de se cumplen todos
los requisitos del art. 81 CP 1995. Afirma que se ha
vulnerado el derecho a la defensa en razón de la ausencia
de motivación garantizada por el art. 24 de la Cons-
titución en relación con el art. 120. Por último, sin mayor
fundamentación, se alega la vulneración del derecho a
la legalidad penal y del derecho a la igualdad en la apli-
cación de la Ley.

4. La Sección Segunda de este Tribunal, por pro-
videncia de 10 de julio de 2000, acordó la admisión
a trámite de la demanda de amparo y, a tenor de lo
dispuesto en el art. 51 LOTC, requerir a la Sección Ter-
cera de la Audiencia Provincial de Alicante y al Juzgado
de Instrucción de Ibi, para que en el plazo de diez días
remitieren, respectivamente, testimonio del rollo 45/93
y de la ejecutoria 137/95, y se emplazare a quienes
fueron parte en el procedimiento 1/93, con excepción
del demandante de amparo, para que pudieren com-
parecer en este proceso constitucional.

5. Recibidos los testimonios referidos, la Sala Pri-
mera acordó, por providencia de 10 de octubre de 2000,
a tenor de lo dispuesto en el art. 52 LOTC, dar vista
de todas las actuaciones del presente recurso de amparo,
en la Secretaría de la Sala por un plazo común de veinte
días, al Ministerio Fiscal y a las partes personadas, para
que pudieren presentar las alegaciones que a su derecho
conviniere.
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6. Mediante escrito de 8 de noviembre de 2000,
la representación procesal del recurrente reitera las ale-
gaciones efectuadas en la demanda, precisando en este
escrito que se ha infringido el derecho a la tutela judicial
efectiva (art. 24.1 CE), habiendo resultado inútil la actua-
ción diligente del demandante desarrollada en el curso
del procedimiento ante la Audiencia, tendente a lograr
una resolución fundada y motivada respecto de la sus-
pensión de la condena que solicitaba, con la consiguiente
indefensión derivada del desconocimiento de las causas
que sustentaron la denegación.

Insiste en que se ha vulnerado su derecho a la igual-
dad en la aplicación de la Ley y adjunta con el escrito
de alegaciones las copias de un reportaje periodístico
relativo a unos hechos juzgados por la Audiencia Pro-
vincial de Alicante, aduciendo que al autor de tales
hechos, condenado por dicho órgano judicial, le fue con-
cedido el beneficio denegado al demandante.

7. El Ministerio Fiscal, en su escrito de 20 de
noviembre de 2000, interesa que se dicte Sentencia
estimatoria del recurso de amparo, por vulneración del
derecho a la tutela judicial efectiva del recurrente.

Aduce que los órganos judiciales tienen el deber de
motivar las decisiones tanto favorables como denega-
torias del beneficio de suspensión de la ejecución de
las penas privativas de libertad, a que se refiere el art. 80
CP 1995, y que tal deber de motivación se incluía asi-
mismo en el art. 92 CP 1973, debiendo atender cual-
quiera que fue su sentido a «las circunstancias del hecho
y la duración de la pena impuesta», junto con «la edad
y antecedentes del reo, naturaleza del hecho punible
y circunstancias de toda clase que concurrieren en su
ejecución» (art. 93 CP 1973), y, en tal sentido pronunció
este Tribunal en la STC 224/1992, con referencia al
CP 1973. El Código Penal de 1995 en su art. 80, más
concisamente, exige que el órgano judicial atienda «fun-
damentalmente a la peligrosidad criminal del sujeto»,
que, aun cuando no signifique que la decisión se fun-
damente exclusivamente en ella, sí constituye un ele-
mento primordial para adoptarla, debiendo, a juicio del
Fiscal, acudirse al art. 95.1.2 CP 1995 para interpretar
tal concepto como «un pronóstico de comportamiento
futuro que revele la probabilidad de comisión de nuevos
hechos» basado en el «hecho y circunstancias del
sujeto».

Afirma el Fiscal que este Tribunal tiene competencia
para determinar si la fundamentación de las resoluciones
judiciales aquí impugnadas, además de la genérica exi-
gible a cualquier decisión judicial, incluye las circuns-
tancias que el Código Penal obliga a tener en cuenta
para la concesión de la condena condicional. Y al con-
siderar que la providencia inicial aparece ayuna de toda
fundamentación y el Auto de 24 de enero de 2000 hace
referencia únicamente a «la gravedad de los hechos»,
que afirma pero no justifica, sin tener en cuenta las cir-
cunstancias que exige tanto el CP 1973 como el CP
1995, estima que han lesionado el derecho a la tutela
judicial efectiva del demandante, por lo que interesa que
se otorgue el amparo solicitado, decretándose la anu-
lación de las resoluciones impugnadas, a fin de que la
Audiencia Provincial de Alicante dicte una resolución
motivada y acorde con las circunstancias que el Código
Penal le obliga a tener en cuenta.

Respecto de las alegadas violaciones del principio
de igualdad y legalidad penal, el Fiscal interesa la deses-
timación del recurso. En cuanto a la primera, afirma que
no se aporta ningún término idóneo de comparación,
es decir, las Sentencias condenatorias o Autos de con-
cesión de condena condicional para efectuar el corres-
pondiente juicio. La lesión del principio de legalidad penal
se aduce ahora en la demanda, incurriendo dicho motivo
de amparo en la causa de inadmisión consistente en

la falta de invocación formal en el proceso del derecho
constitucional vulnerado, tan pronto como, una vez cono-
cida, hubiere lugar para ello, previsto en el art. 44.1 c)
LOTC. En el supuesto de que no se apreciare tal óbice
procesal, estima el Fiscal que tal lesión carece de fun-
damentación en la demanda, que se limita a enunciarla
y, en todo caso, no aprecia violación del art. 25 CE por
cuanto la suspensión de la ejecución de las penas pri-
vativas de libertad está sometida a unas condiciones
previstas en la Ley, sin cuya concurrencia no se pueden
conceder, pero que una vez cumplidas aquéllas, como
ocurre en el presente caso, la concesión o denegación
de dicho beneficio queda sometida al arbitrio del Tribunal
sentenciador según el nuevo Código Penal, que ha supri-
mido la previsión del Código de 1973, de obligada con-
cesión por ministerio de la Ley. Al efecto cita la doctrina
de este Tribunal en el sentido de que no existe un dere-
cho fundamental a la remisión condicional de la pena,
así como que no corresponde al Tribunal Constitucional
determinar si procede o no la misma, revisando lo acor-
dado por los Tribunales penales.

8. Por providencia de 7 de diciembre de 2000, se
señaló para deliberación de la presente Sentencia el
día 11 de diciembre de 2000, en el que se inició el
trámite y que ha finalizado en el día de la fecha.

II. Fundamentos jurídicos

1. En la demanda se invocan los derechos a la defen-
sa, el derecho a la legalidad penal (art. 25.1 CE) y el
derecho a la igualdad en la aplicación de la Ley (art. 14
CE). Sin embargo, la queja se centra en la lesión del
derecho a la tutela judicial efectiva conectado con el
derecho a la libertad, entendiendo que las resoluciones
denegatorias de la suspensión de la ejecución de la con-
dena no están motivadas, al no exteriorizar la ponde-
ración de las circunstancias que la ley exige para ello.

Con el propósito de ordenar la argumentación jurídica,
hemos de analizar, primero, las alegaciones de inadmi-
sibilidad del recurso que ha formulado el Ministerio Fis-
cal, respecto del incumplimiento del requisito, que impo-
ne el art. 44.1 c) LOTC, de invocar formalmente el dere-
cho constitucional vulnerado tan pronto como, una vez
conocida la violación, hubiere lugar para ello.

De las actuaciones se desprende que, ni en su escrito
de 22 de diciembre de 1999, solicitando ante la Audien-
cia la suspensión de la condena, ni en el escrito de inter-
posición del recurso de súplica contra la decisión dene-
gatoria, invocó el ahora quejoso la infracción del principio
de legalidad penal. No lo hizo siquiera de forma implícita
en la argumentación de sus pretensiones, de manera
tal que la Sala pudiere proceder a su examen y con-
sideración (STC 55/1991, de 12 de marzo, FJ 2, por
todas). Podría apreciarse, a lo sumo, la invocación, efec-
tuada expresamente en sus anteriores escritos, ejerci-
tando la misma pretensión, de la vulneración del principio
constitucional contenido en el art. 25.2 CE, conforme
al cual las penas privativas de libertad han de hallarse
orientadas a la reeducación y reinserción social.

Este Tribunal tiene establecido que, en principio, la
vulneración del art. 25.2 CE, en el aspecto apuntado,
carece de entidad autónoma para justificar, por sí sola,
la pretensión de amparo (SSTC 2/1987, de 21 de ene-
ro; 28/1988, de 23 de febrero; 112/1996, de 24 de
junio; 75/1998, de 31 de marzo); tal precepto no con-
tiene un derecho fundamental, sino un mandato del cons-
tituyente al legislador para orientar la política penal y
penitenciaria, mandato del que no se derivan derechos
subjetivos, añadiéndose además que el art. 25.2 de la
Constitución no establece que la reeducación y la rein-
serción social sean la única finalidad legítima de la pena
privativa de libertad (ATC 780/1986, de 15 de octubre).
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En la STC 2/1987, de 21 de enero, se volvió a insistir
en que, aunque no debe desconocerse la importancia
del principio constitucional en él contenido, el art. 25.2
no confiere, como tal, un derecho amparable que con-
dicione la posibilidad y la existencia misma de la pena
a esa orientación. La STC 91/2000, de 30 de marzo,
FJ 9, resume la doctrina expuesta.

Tampoco puede tomarse en consideración la presun-
ta infracción del art. 14 CE, respecto de la cual aduce
el recurrente que el mismo órgano judicial ha concedido
el beneficio de la suspensión de la ejecución de la pena
a otro condenado por delito de la misma naturaleza.
Como señala el Ministerio Fiscal, tal alegación es incon-
sistente, ya que el quejoso no aporta ni acredita término
de comparación válido, por lo que no es posible analizar
la existencia de la desigualdad.

2. Centrado el objeto de la pretensión de amparo
en la falta de motivación de las resoluciones que aquí
se impugnan, en cuanto deniegan la suspensión de la
ejecución de la pena de dos años de prisión, ha de tener-
se en cuenta que, como se expone en la STC 25/2000,
de 31 de enero, recogiendo doctrina anterior, «la sus-
pensión de la ejecución de la pena, al igual que la libertad
condicional o los permisos de salida de centros peni-
tenciarios, son instituciones que se enmarcan en el ámbi-
to de la ejecución de la pena y que, por tanto, tienen
como presupuesto la existencia de una Sentencia firme
condenatoria que constituye el título legítimo de la res-
tricción de la libertad del condenado. De manera que
las resoluciones que conceden o deniegan la suspensión
de la ejecución de la condena, si bien no constituyen
decisiones sobre la restricción de la libertad en sentido
estricto, sin embargo afectan al valor libertad en cuanto
modalizan la forma en que la ejecución de la restricción
de la libertad se llevará a cabo» (FJ 3). También hemos
afirmado que la afección del valor libertad exige «mo-
tivaciones concordantes con los supuestos en los que
la Constitución permite la afectación de este valor supe-
rior» (SSTC 2/1997, de 13 de enero, FJ 2; 79/1998,
de 1 de abril, FJ 4; 88/1998, de 21 de abril,
FJ4; 25/2000, de 31 de enero, FJ 7). En definitiva, la
resolución que conceda o deniegue tal suspensión debe
exteriorizar la ponderación de los bienes y derechos en
conflicto. Una resolución fundada en Derecho requiere
que el fundamento de la decisión no sólo constituya
la aplicación no arbitraria de las normas adecuadas al
caso, sino que contenga la exteriorización de la pon-
deración, de conformidad con los fines de la institución,
de los bienes y derechos en conflicto (STC 25/2000,
31 de enero, FFJJ 2, 3 y 7).

3. El art. 80.1 CP 1995 dice que «los Jueces o Tri-
bunales podrán dejar en suspenso la ejecución de las
penas privativas de libertad inferiores a dos años median-
te resolución motivada, atendiendo fundamentalmente
a la peligrosidad criminal del sujeto». Y el art. 81 esta-
blece como requisitos que el condenado haya delinquido
por primera vez, que la pena impuesta no sea superior
a dos años y que se hayan satisfecho las responsabi-
lidades civiles.

O sea, que si concurren los requisitos del art. 81
CP, como es el caso, se puede dejar en suspenso la
pena o denegar la suspensión en resolución motivada.
Según recuerda el Ministerio Fiscal en su escrito de ale-
gaciones, este Tribunal ya abordó la cuestión en la
STC 224/1992, de 14 de diciembre, en el sentido de
exigir la motivación de tal resolución en todo caso, res-
pecto de la condena condicional regulada en el antiguo
art. 92.1 CP. Se sostuvo allí que «no obstante, referirse
dicho precepto [art. 92.1 CP 1973], de manera expresa,
únicamente al otorgamiento del beneficio, de ello no
cabe deducir que la denegación del mismo no haya de

venir igualmente motivada; ya que, si bien semejante
interpretación no sería contraria al tenor literal del art.
92.1, sí que se opondría en cambio a los resultados
de una interpretación teleológica de la ratio del beneficio,
a cuyo tenor éste vendría inspirado por la necesidad
de evitar en ciertos casos el cumplimiento de penas cor-
tas privativas de libertad por aquellos condenados que
presenten un pronóstico favorable de no cometer delitos
en el futuro, dado que en tales supuestos no sólo la
ejecución de una pena de tan breve duración impediría
alcanzar resultados positivos en materia de resocializa-
ción y readaptación social del penado, sino que ni siquie-
ra estaría justificada dada su falta de necesidad desde
el punto de vista preventivo. Por ello se ha de interpretar
el art. 92.1 del Código Penal en el sentido de que, aunque
no se diga así expresamente, también la denegación
del beneficio ha de ser motivada por exigencia del art.
24 de la Constitución y establecerlo así expresamente
el art. 120.3 de la misma» (STC 224/1992, de 14 de
diciembre, FJ 3).

Ahora bien, el art. 80 CP 1995, que requiere que
la decisión de suspensión de la pena atienda a la peli-
grosidad criminal del condenado —lo que resulta acorde
con la finalidad de la institución, la cual tiene como obje-
tivo que la ejecución de las penas privativas de libertad
se orienten en lo posible hacia la reeducación y rein-
serción social—, no exige que sólo se tenga en cuenta
la peligrosidad criminal de aquél, en el sentido de que
su escasa o nula peligrosidad criminal conlleve siempre
la concesión de la suspensión de la ejecución de la pena;
como tampoco el art. 25.2 CE impone que únicamente
se consideren las necesidades de resocialización del con-
denado. Tanto la doctrina constitucional sobre el art.
25.2 CE, como las interpretaciones doctrinales sobre el
art. 80.1 CP, se expresan en el sentido de que se trata
de ponderar los otros fines de la pena, las necesidades
de prevención general y seguridad colectiva.

Las resoluciones que conceden o deniegan la sus-
pensión de la ejecución de la pena privativa de libertad
han de ser motivadas; han de exteriorizar los elementos
necesarios para entender efectuada la ponderación de
los fines de la institución y los bienes y valores en con-
flicto. Esto es, deben expresar la ponderación de las nece-
sidades de seguridad colectiva (prevención general) y
las necesidades de resocialización (prevención especial)
en atención a la peligrosidad criminal del condenado.

Según doctrina constitucional, empero, no existe nor-
ma alguna en nuestras leyes de enjuiciamiento que
imponga a priori una determinada extensión o un cierto
modo de razonar. «La motivación ha de ser suficiente
y este concepto jurídico indeterminado nos lleva de la
mano a cada caso concreto, en función de su importancia
intrínseca y de las cuestiones que plantee, sin olvidar
la dimensión subjetiva del razonamiento por obra de su
autor. En suma, ha de poner de manifiesto la ratio deci-
dendi con una imprescindible coherencia lógica, al mar-
gen de la elegancia estilística o el rigor de los conceptos.
No conlleva tampoco un paralelismo servil del razona-
miento que sirve de fundamento a la resolución judicial
con el esquema discursivo de los escritos forenses donde
se contienen las alegaciones de los litigantes. Finalmente,
tampoco implica un tratamiento pormenorizado de todos
los aspectos sugeridos por las partes, siempre que permita
conocer cuáles han sido los criterios jurídicos esenciales
determinantes de la decisión» (STC 209/1993, de 28
de junio, FJ 1).

Por otra parte, no es misión del Tribunal Constitu-
cional censurar la interpretación del Derecho ni revisar
la estructura de las resoluciones judiciales, aun cuando
lo sea comprobar si existe fundamentación y, en su caso,
si el razonamiento que contiene constituye, lógica y jurí-
dicamente, suficiente motivación de la decisión adop-
tada, cualesquiera que fueren su brevedad y concisión
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(SSTC 174/1987, de 3 de noviembre, 75/1988, de 25
de abril, 84/1988, de 28 de abril, y 14/1991, de 28
de enero), incluso en supuestos de motivación por remi-
sión (SSTC 174/1987, de 3 de noviembre, 146/1990,
de 1 de octubre, y 27/1992, de 9 de marzo).

4. En el presente caso -frente al resuelto en la
STC 25/2000, de 31 de enero, en el que la suspensión
se solicitaba con fundamento en los efectos negativos
que el ingreso en prisión del condenado tendría para
la evolución de su enfermedad, de forma que se alegaba
el riesgo de afección de la integridad física (art. 15 CE)
que la ejecución de la pena privativa de libertad con-
llevaría, además de la afección del valor libertad-, el razo-
namiento de los Autos impugnados, a pesar de su con-
cisión, desvelan el criterio que condujo a su adopción
y cumplen la función de exteriorizar tal ratio decidendi.
Se alude, por sí mismos y por remisión, a los informes
del Ministerio Fiscal, a la naturaleza del delito, su forma
de comisión y a la gravedad de los hechos, de lo que
se deduce que dichos aspectos fueron relevantes para
la denegación de la concesión del beneficio, no obstante
las circunstancias alegadas por el condenado para jus-
tificar la eliminación o desaparición de su peligrosidad
social. Existió una ponderación de los bienes y derechos
en conflicto, si bien el resultado de tal ponderación resul-
tó desfavorable para el quejoso.

En suma, procede la desestimación de la demanda
de amparo formulada frente a las resoluciones dene-
gatorias de la suspensión de la ejecución de la pena
impuesta al recurrente, sin apreciar una vulneración del
derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE).

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por don Juan Baltasar
Pozo Carrión .

Publíquese esta Sentencia en el «Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a quince de enero de dos mil
uno.—Pedro Cruz Villalón.—Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera.—Pablo García Manzano.—Pablo Cachón
Villar.—Fernando Garrido Falla.—María Emilia Casas Baa-
monde.—Firmado y rubricado.

3233 Pleno. Sentencia 9/2001, de 18 de enero
de 2001. Recurso de inconstitucionalidad
2728/93. Promovido por el Presidente del
Gobierno de la Nación respecto a diversos pre-
ceptos de la Ley del Parlamento de Gali-
cia 6/1993, de 11 de mayo, de Pesca de
Galicia.
Competencias sobre pesca marítima, maris-
queo y ordenación del sector pesquero. Nuli-
dad parcial de la ley autonómica. Voto par-
ticular.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por
don Pedro Cruz Villalón, Presidente; don Carles Viver
Pi-Sunyer, don Rafael de Mendizábal Allende, don Julio
Diego González Campos, don Manuel Jiménez de Parga
y Cabrera, don Tomás S. Vives Antón, don Pablo García
Manzano, don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido

Falla, don Vicente Conde Martín de Hijas, don Guillermo
Jiménez Sánchez y doña María Emilia Casas Baamonde,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de inconstitucionalidad núm. 2728/93,
promovido por el Presidente del Gobierno de la Nación,
representado por el Abogado del Estado, frente a diver-
sos artículos y la Disposición adicional primera de la
Ley del Parlamento de Galicia 6/1993, de 11 de mayo,
de Pesca de Galicia. Han comparecido y formulado ale-
gaciones el Gobierno de la Junta de Galicia, representado
por los Letrados don Heriberto García Seijo y don Daniel
Varela Suanzes-Carpegna, y el Parlamento de Galicia,
representado por su Presidente. Ha sido Ponente el
Magistrado don Guillermo Jiménez Sánchez, quien
expresa el parecer del Tribunal.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal con
fecha 20 de agosto de 1993 el Abogado del Estado,
en representación del Presidente del Gobierno, promue-
ve recurso de inconstitucionalidad contra los arts. 6, pri-
mer guión de su letra a), en cuanto al inciso «planes
de pesca», cuatro primeros guiones de su letra d), e
inciso «la ejecución de la legislatura [sic] en materia
de despacho ... de buques» de su letra n), y 10, apar-
tados a) y b), así como, por conexión con estos últimos,
el art. 21.a.3 y los arts. 45 a 73 y contra el art. 13
y el apartado 7 de la Disposición adicional primera, en
conexión con los arts. 5, 7, 20, 28, 30, 32 y 43, de
la Ley del Parlamento de Galicia 6/1993, de 11 de mayo,
de Pesca de Galicia (en adelante, LPG).

A continuación se sintetizan las alegaciones en que
se fundamenta el recurso:

a) El Abogado del Estado configura un primer blo-
que de preceptos a que se extiende la impugnación:
el constituido por el art. 6, primer guión de su letra a),
inciso «planes de pesca», y los tres primeros guiones
de su letra d), así como el art. 13.

Los expresados guiones del art. 6 regulan diversas
cuestiones que, según el legislador gallego, «deben con-
siderarse incluidas en la ordenación pesquera». Dichas
cuestiones son las relativas a la elaboración de «planes
de pesca», «el establecimiento de zonas y épocas de
veda y la fijación de fondos y arrecifes artificiales», «el
establecimiento de zonas de especial interés pesquero,
marisquero o de acuicultura», y «la reglamentación de
las artes, aparejos e instrumentos de pesca en las costas
del ámbito territorial de Galicia, respetando en todo caso
los acuerdos y convenios internacionales en los que el
Estado sea parte».

El art. 13 define determinados objetivos prioritarios
de la Administración autonómica, entre los que se
encuentran los siguientes: la regulación del «esfuerzo
pesquero real»; la autorización del «incremento contro-
lado y gradual del esfuerzo pesquero real» de los recursos
en estado de subpesca, la regulación de los recursos
marinos de modo que se alcance «el nivel de rendimiento
máximo sostenible que corresponda a la selectividad de
las artes y tamaños mínimos», y, «al objeto de recuperar
los recursos marinos», la reducción del «esfuerzo de pes-
ca real de aquellos recursos que se encuentren sobreex-
plotados».

Para el Abogado del Estado las expresadas regula-
ciones no constituyen aspectos propios de la materia
«ordenación del sector pesquero», sino que han de refe-


